PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires:

R E S U E L V E 



Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por donde corresponda, se sirva informar, con referencia a la declaración de emergencia vial decretada en la provincia en el marco del Decreto 40/07 y su prórroga, sobre los siguientes interrogantes:

1) A un año de la declaración de emergencia vial en la Provincia ¿qué resultados concretos ha arrojado, en materia de prevención de siniestros, detallando todas las acciones positivas ordinarias y extraordinarias que se han llevado a cabo, conforme la normativa vigente?

2) ¿Cuáles han sido las “razones operativas” que no han permitido dar cumplimiento a la totalidad de los objetivos previstos al dictar el Decreto 40/07 y que motivaron la sanción del Decreto 252/07 y sus causas?

3) ¿Qué número de siniestros se han registrado en la Provincia durante la vigencia del Decreto 40/07, detallando -en lo posible-, los factores que los provocaron, las pérdidas de vidas humanas, las lesiones discapacitantes producidas y los daños materiales producidos, y su comparación con años anteriores? 

4) ¿Si se han realizado estudios concretos y se han determinado las zonas de alto riesgo en materia de tránsito? En su caso, dé detalles de las mismas.

5) ¿Si se ha creado o está en vías de creación la Escuela de Conducción de la Provincia de Buenos Aires, dependiente de la Dirección Provincial del Transporte del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos?.  En su caso, dé detalles de la misma y dé los cursos básicos elaborados para su enseñanza.

6) ¿Cuántos establecimientos privados de educación vial funcionan en la provincia; cuántos de ellos han sido autorizados para brindar el curso oficial y cómo se los supervisa?

7) ¿Cómo se vienen desarrollando las tareas educativas en los distintos niveles de enseñanza y qué tareas de control de su efectiva aplicación se han hecho? 

8) Brinde detalles – con información estadística-, acerca de las tareas de prevención y represión de las infracciones de tránsito durante la vigencia de la emergencia, indicando la autoridad jurisdiccional interviniente en cada caso.
9) ¿Cuáles han sido las acciones concretas, previstas en el artículo 5º del Decreto 40/07, que han dado motivo a la utilización de las previsiones del artículo 3 de la Ley 11.340, detallando por Ministerios autorizados? 

10) ¿Cuáles han sido las compras realizadas (previstas en el artículo 5º del Decreto 40/07), mediante la modalidad dispuesta por el artículo 3 de la Ley 11.340, detallando por Ministerios autorizados?

11) ¿Cuáles han sido las contrataciones realizadas (previstas en el artículo 5º del Decreto 40/07), mediante la modalidad dispuesta por el artículo 3 de la Ley 11.340, detallando los Ministerios autorizados, como así también, las empresas contratadas por dicha metodología?

12) Todo otro dato de interés que considere pertinente para una mejor ilustración sobre el cumplimiento de los cometidos de la norma de emergencia.

F U N D A M E N T O S



Más allá de la dudosa constitucionalidad del decreto de necesidad y urgencia que deroga una ley de esta Legislatura –Ley 11.430 y sus modificatorias-, lo cierto es que el referido Decreto Nº 40 del 18 de enero de 2007, prorrogado en su vigencia por el Decreto Nº 252 del 27 de enero de 2007, ha dispuesto la declaración de emergencia vial de las distintas vías de comunicación ubicadas de nuestro territorio provincial e impuesto un nuevo Código de Tránsito.



La problemática vial de nuestro País no es nueva.  Se han escrito numerosos artículos periodísticos, conferencias, estudios de sectores especializados, informes gubernamentales y no gubernamentales, etc., sobre la materia; pero lo cierto es que el dato esencial de todo ello parece ser que la solución esta lejos de ser alcanzada.  Seguramente inciden negativamente una combinación de distintos factores, donde la tendencia a la ajuridicidad de nuestra vida social y la falta de educación específica, tienen una relevancia significativa. 



De allí, la necesidad de que la política de seguridad vial sea enfocada desde una política general de protección de los Derechos Humanos, que permita disminuir significativamente todo este complejo de factores negativos a la hora de circular por nuestro territorio.



Año a año, cuando comienzan lo periodos vacacionales o los llamados fin de semana “largos”, las “noticias” suelen arrojar datos escalofriantes que nos conmueven a todos sobre accidentes ocurridos en las calles y rutas de nuestra Nación.  Ello se confirma con las estadísticas que brinda el INDEC en su página web.  Allí se puede observar que, mientras que en todo el País, los muertos y heridos en accidentes de tránsito automotor, para el año 2005, fueron un total de 3.443 muertos y el número de heridos ascendió a 73.066; en la Provincia de Buenos Aires (según la misma fuente), los muertos fueron 1.033 y los heridos 20.549.



La cuestión de la siniestralidad no es un dato característico de la Argentina sino que esta problemática se plantea en el resto del planeta.  Es más, se ha transformado en la principal causa de muerte en el mundo, entre los jóvenes de 15 y 19 años, según un informe dado por la Organización Mundial de la Salud publicado en la Semana Mundial sobre la Seguridad Vial (Fuente: Diario La Nación, en su edición del viernes 20 de abril de 2007), se matan en el mundo 1,2 millones de personas cada año, de las cuales 400 mil son jóvenes de menos de 25 años.  Pero es sin dudas, en los países del llamado tercer mundo, donde se presentan los mayores índices.



Dichos datos, acerca de su incidencia en los jóvenes, se ven confirmados por un informe realizado recientemente por el Grupo de Prevención de Accidente del Hospital Sor María Ludovica, en el que se revela que los accidentes en general son la segunda causa de internación de los chicos platenses menores de 14 años, resultando los accidentes de tránsito, en particular, la principal causa de muerte (Fuente: Diario El Días, 28/10/07).



Podríamos agregar que nuestro País registra los índices más altos en materia de accidentes de tránsito y que éstos vienen aumentando año tras año.  Pero lo cierto es que, a pesar de que la Provincia haya decretado la emergencia en la circulación, haya cambiado el Código de Tránsito y, en el orden nacional, se haya conformado el Consejo Federal de Seguridad Vial, se haya dispuesto que el 2007 sea declarado el “Año de la Seguridad Vial”, lo real y lo concreto es que, a la hora de ver los resultados, dicho voluntarismo, poco ha servido.



De allí la necesidad de conocer con mayor profundidad el camino recorrido en la Provincia durante el primer año de la emergencia, sus resultados y avances en temas específicos como lo es la educación vial, mejoras en la seguridad vial, prevención de accidentes y controles. 



Estamos convencidos que la educación vial debe ser uno de los pilares que permita lograr un cambio en la sociedad sobre el estado de anomia que vive la misma, fundamentalmente, en este asunto. 



Pero también nos preocupa conocer sobre las causas que han motivado que el nuevo Gobernador haya prorrogado dicha emergencia (ya que los considerandos del Decreto poco o nada dicen al respecto) y, fundamentalmente, las acciones, contrataciones y demás adquisiciones que se han hecho en este marco.



Fundamentalmente, en lo que hace a la materia gestión de acciones, compras y contrataciones porque, a través del Decreto referido, se ha autorizado la utilización de la Ley 11.340.



Recordemos que la citada norma, en su artículo 1, reza: “El Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, queda autorizado para declarar de Emergencia Obras y/o acciones indispensables de ejecutar en forma inmediata por una reconocida urgencia o debido a imprevistas circunstancias, ante situaciones de desastre que se produzcan en zonas de la Provincia, afectadas por casos de fuerza mayor, tales como: incendios, inundaciones, terremotos, epidemias, debiendo informar en el mismo acto, a la Legislatura y a los Organismos de la Constitución que corresponda, respecto a su declaración.”. 



Sin ánimo de polemizar sobre el acierto de la utilización de esta Ley para este caso puntual, si creemos que debemos estar atentos al uso que se haga de la misma, pues en materia de contrataciones, deja de lado los mecanismos “normales” y permite utilizar las normas de excepción previstas en el Decreto-Ley 7.764/71, texto ordenado por Decreto 9.167/86 de Contabilidad y en las Leyes 6.021 de Obras Públicas y sus modificatorias, 5.708, T.O. por Decreto 8.523/86 -General de Expropiaciones- y Ley 10.397 -Código Fiscal-; pudiendo además eximirse del cumplimiento de las prescripciones de los Decretos-Leyes 7.543/69, T.O. por Decreto 969/87, Orgánica de Fiscalía de Estado; y 8.019/73, T.O. por Decreto 8.524/86, Orgánica de Asesoría General de Gobierno, Decreto-Ley 9.853/82 y dictamen que alude el artículo 10° de la Ley 6.021, relacionados con la intervención del Consejo de Obras Públicas (conf. Art. 5º de la Ley 11.340).



Consideramos que es dudosa la utilización de esta norma de emergencia, pues ella fue pensada para casos de fuerza mayor y, según una definición aceptada de dicha expresión, asegura que fuerza mayor son "aquellas circunstancias ajenas a quien las invoca, anormales e imprevisibles cuyas consecuencias no habrían podido evitarse, a pesar de haber actuado con la diligencia debida".



Siguiendo con el razonamiento, los especialistas en el tema seguridad (conf. “CONGRESO SEGURIDAD Y SALUD OCUPACIONAL”, MENDOZA 2004.  TEMA “El tránsito a nuevos paradigmas en los accidentes de tránsito”, EXPOSITOR Psicólogo Tomás Grigera, en www. biblioteca.iapg.org.ar), manifiestan que se ha puesto en crisis en paradigma de seguridad y prefieren hablar de riesgos.  Dice el citado autor que “… Sólo hay que hablar de riesgos, de los riesgos concretos, y de las acciones de prevención...” Y agrega: “Como afirma Paul Virilio: ‘exponer los riesgos para no exponerse a los riesgos’. El lema ya no es ’todos los accidentes se pueden evitar’, ahora es: “todos los accidentes se pueden prever’ ...”. Es decir, si todos los accidentes de tránsito se pueden prever, dejan de tener la característica de imprevisibilidad que define a la fuerza mayor.  Por ello, los accidentes de tránsito dejarían de ser un caso de fuerza mayor y, por consiguiente, la aplicación de una norma prevista específicamente para estos casos sería –al menos y como sostuvimos- dudosa, por no decir impropia.



No obstante ello, pretendemos que el Poder Ejecutivo, nos dé detalles de la utilización que le ha dado a dichos mecanismos de contratación previstos en la ley 11.340, para de esa manera, poder ejercer el rol de control general que le cabe a este Poder del Estado.



Por las razones expuestas, solicitamos a los Señores Diputados que nos acompañen con su voto favorable para con esta iniciativa.

